Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 

(Sesión celebrada el 2 de mayo de 2019). 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:10). 


—La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a una delegación de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios, integrada por el doctor Juan María Mailhos y al ingeniero 
Felipe Puig, a los efectos de conocer su posición con respecto a la Carpeta n.” 1263/2018, a propósito 
de la modificación al proyecto de ley sobre la defensa de la libre competencia en el comercio. 


SEÑOR MAILHOS.- Buenos días. Queremos agradecer que la comisión haya tomado la decisión de 
invitar a la cámara de comercio para que exprese su opinión sobre este proyecto de ley. 


Antes que nada queremos decir que el derecho de la competencia en nuestro país es muy 
joven; apenas tiene diez años desde que entró en vigencia la ley original y desde que se creó la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia como órgano desconcentrado del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Por tal motivo, nosotros opinamos que se trata de un derecho que todavía no ha 
llegado a la madurez que podrían ameritar las modificaciones que se pretenden introducir a la ley 
original. Han comparecido otras delegaciones. Se ha dicho que en diez años se trataron cincuenta y 
cuatro casos que involucraban prácticas desleales, eventualmente prohibidas, por lo cual no es un 
derecho que tenga pantalón largo en nuestro país. Todo esto obedece a que muchas veces el derecho 
se adelanta a algunos fenómenos culturales que necesitan ser sostenidos en el tiempo y practicados 
para que se vean las dificultades que presentan. 


En síntesis, la Cámara Nacional de Comercio y Servicios considera que este es un derecho 
muy nuevo, en el que los cambios deben hacerse con mucha prudencia y mucho sentido común. 


En las modificaciones que se propusieron, quizá el cambio esencial consiste en sostener que 
ahora determinadas prácticas, determinadas concentraciones y determinados hechos van a estar 
sometidos a la autorización de la comisión. Nosotros seguimos pensando que deberíamos estar en una 
etapa en la que este tipo de cosas se comuniquen, tal como se ha hecho hasta el presente ya que no 
había dado mayores inconvenientes de aplicación. Por lo tanto, nos parece que pasar de comunicar a 
autorizar implica un acto burocrático, administrativo, que no significa un avance en el tema. También se 
han mencionado las dificultades para conseguir recursos, aspecto que fue destacado por otras 
delegaciones y que nosotros compartimos. Nuestro país se ha llenado de cantidad de instancias 
burocráticas y administrativas, pero después no se tienen los recursos necesarios para llevar adelante 
la actividad de una manera razonable. Nos referimos a determinados juzgados, a la propia Junta de 
Transparencia y Ética en la Administración Pública, etcétera, organizaciones que están muy bien 
inspiradas, pero que luego no tienen los recursos necesarios, se transforman en un obstáculo o dejan 
de tener razón de ser. Y, a nuestro juicio, como representantes del sector comercio, nos genera una 
preocupación grande. ¿Por qué? Porque si se analiza este sistema, se verá que la modificación 
propuesta se basa en una autorización por parte de la comisión, que va a ser la que investigará, la que 
decidirá y la que impondrá las condiciones para las cuales se podrá realizar o no las concentraciones, 
la compra de acciones o todo lo demás. Asimismo, a falta de acuerdo con los administrados o los 
involucrados, se tendrá que seguir todo el procedimiento administrativo, agotar la vía administrativa y 
recurrir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que, por otro lado, no tiene especialidad en estos 
temas, por lo que se tendrá que esperar dos años o dos años y medio —tal como establece el informe 
de las Naciones Unidas—, lo cual es un tiempo demasiado largo en esta vida tan tecnológica y de 
negocios rápidos. Creemos que hay que defender las inversiones, y no me estoy refiriendo a las 
inversiones extranjeras —que quizá son las que nos pueden llamar a una mayor reflexión—, sino a las 
que realizan los propios nacionales ya que, como he dicho, pueden estar dos años o dos años y medio 
trancadas en un limbo de incertidumbre jurídica, que obviamente frustra estas cuestiones. 


Esto nos preocupa no solamente por el tema que abarca esta ley de protección al 
consumidor, sino por lo que puede llegar a impactar en las inversiones a nivel de empleo y otro tipo de 
objetivos que lógicamente, tanto el Estado como los empresarios y la sociedad toda, requieren. 


Por lo tanto, nuestra primera reflexión tiene que ver con que, a nuestro juicio, las condiciones 
de madurez de este derecho no están dadas como para poder avanzar y profundizar en algo que le va 
a requerir a la comisión muchísimo más trabajo y más recursos. De hecho, las investigaciones en esta 
materia son muy sutiles, muy especializadas, muy complejas, y ese es un tema que nos preocupa 
como representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios. 


El artículo 1. del proyecto de modificación establece cuáles son las prácticas prohibidas, 
quita términos que refieren a valoración de conductas —lo cual nos parece bien, en ese sentido no 
tenemos objeciones—, se elimina la discrecionalidad de interpretar lo que pueden ser prácticas 
abusivas, los conceptos de razonable, etcétera. En cierto sentido, apunta a lo que a nosotros nos 
interesa, que es contar con mayor certidumbre jurídica. 


Por otra parte, la eliminación del literal E) del artículo 4.? de la Ley n.” 18159 nos genera una 
duda. Nos gustaría conocer las razones por las cuales se excluyen aquellas situaciones que versan 
sobre licitaciones o concursos de precios en este artículo. 


Respecto al artículo 4.%, nos parecería que en aras de la claridad, las prácticas prohibidas 
podrían clasificarse según sean horizontales —empresas competidoras entre sí- o verticales —entre 
aquellos que no son competidores o integran una cadena-, lo que permitiría un mejor orden. Si bien es 
un listado enunciativo de prácticas, no se distingue a qué conductas horizontales o verticales se refiere. 
En cada una de estas conductas hay una gravedad intrínseca y esto indica que normalmente aquellas 
prácticas que inciden sobre el tema de precios son más graves que las otras. Entonces, nos interesa 
no solamente que sean prácticas prohibidas, sino también que el propio artículo establezca una suerte 
de graduación de gravedad, porque esto va a tener sentido cuando se tengan que imponer sanciones. 


El artículo 4. bis nos merece algunos comentarios. Se enumeran allí las prácticas 
anticompetitivas más perjudiciales para la competencia y para los consumidores, estableciéndose el 
criterio de las reglas per se, que son aplicadas a prácticas que la experiencia económica indica que 
siempre o casi siempre son nocivas para la competencia y por ende para los consumidores. Por tanto, 
constatándose la existencia de dicha práctica, se podría determinar inmediatamente su ilegalidad. 
Estas reglas son compartidas en el derecho comparado y facilitarían el análisis de casos que por su 
gravedad intrínseca se prevean de antemano como anticompetitivas sin necesidad gastar recursos, 
tiempo ni esfuerzo en investigación. 


Lo que sí solicitamos como Cámara Nacional de Comercio y Servicios —es una preocupación 
para nosotros— es que esta regla per se no sea de aplicación extremadamente estricta y se pueda 
atenuar con una regla de minimis, lo que ya fue dicho por expertos en esta comisión. Esta regla en el 
derecho comparado hace referencia en general —puede ser otro el criterio— a la afectación del 10 % del 
mercado relevante. Por lo tanto, lo que postulamos es que está muy bien establecer el criterio de la 
regla per se para determinar estas prácticas anticompetitivas, pero debe tener una afectación mínima 
de más de un 10 % del mercado relevante porque, de lo contrario, es insignificante y nos parece que 
no cumple el objetivo que la propia ley establece. 


El artículo 3.*, que sustituye el artículo 7.* de la Ley n.* 18159, tiene que ver con la solicitud 
de autorización referida a la concentraciones. Se elimina el tema de la determinación del 50 % del 
mercado relevante. En eso no tenemos objeción. Asimismo, se baja el umbral de la facturación anual 
que pasa de Ul 750:000.000 a Ul 600:000.000. En esta sala se ha postulado una rebaja mayor y 
nosotros entendemos que 600:000.000 de unidades reajustables es razonable para el tamaño de la 
economía de nuestro país. Al producirse esa rebaja también va a permitir que se notifique un mayor 
número de transacciones. 


A su vez, insistimos en que a nuestro juicio no estarían dadas las condiciones como para 
profundizar el tema de la autorización. 


El artículo 4.* del proyecto de ley modificativo sustituye el artículo 9.* de la ley. En este punto 
no estamos de acuerdo con que las adquisiciones de empresas, fusiones, compras de acciones o 
cuotas sociales, compras de establecimientos comerciales y demás, necesiten obligatoriamente de la 
autorización previa de la Comisión de la Promoción y Defensa de la Competencia. Si bien se establece 
para aquellos casos en que las concentraciones sean por un monto superior a Ul 600:000.000, 
estimamos que aquí se estaría afectando el derecho a la libertad de empresa consagrado en el artículo 
36 de la Constitución de la república. Por lo tanto, seguimos postulando que debiera mantenerse el 
tema de la notificación lo que no implique un acto de autorización por las consecuencias a las que 
hicimos referencia. A propósito, compartimos algunas expresiones de los catedráticos realizadas en 


esta sala acerca de que la consecuencia de no tener autorización no debiera generar la nulidad sino la 
falta de eficacia en negocios jurídicos, porque sería menos perjudicial y se cumpliría con la finalidad 
buscada. 


En cuanto al artículo 5., aceptamos los términos técnicos de la última normativa concursal 
que se consagra en el literal d) y sobre el que el artículo 8. de la Ley n.* 18159 hacía referencia al 
término de la quiebra. 


Ahora bien, estas modificaciones están inspiradas en el informe de las Naciones Unidas, 
pero nos parece que dejan de lado algunas de las observaciones que allí se establecen. 


El artículo 17 de la Ley n.* 18159 fija un elenco de sanciones para los casos en que se 
demuestre la existencia de prácticas anticompetitivas; entre ellas, se menciona el apercibimiento, una 
multa mínima de 100.000 unidades indexadas —que equivale a más de USD 12.000—, una multa 
máxima de 20:000.000 unidades indexadas —-más de USD 2:000.000- y el 10 % de la facturación 
anual, su equivalente o tres veces del perjuicio por la práctica anticompetitiva, si es determinable en 
dinero. 


Por su parte, nos preocupa que esto se difiera a la reglamentación —esto es, que se le dé la 
potestad de reglamentar y todo lo demás a la comisión—, porque siempre nos trae problemas cuando 
el órgano administrativo es el encargado de determinar y graduar las sanciones. Además de ello, no 
hay un criterio para determinar las sanciones. No se toma en cuenta la gravedad de la conducta, lo que 
hace que en la práctica puedan ocurrir inconsistencias que lleven a sancionar en forma rigurosa ciertas 
conductas que pueden ser más leves que otras como, por ejemplo, la aplicación de cuantiosas multas 
en caso de prácticas de precios que son menores y otros tipos de inconsistencia entre la multa y la 
conducta anticompetitiva. Por eso, nosotros estimamos que deben rebajarse los montos de las multas 
consagradas en el artículo 17 de la Ley n.* 18159 y, además, extender el atenuante del artículo 34 del 
Decreto Ley n.* 404, de 2007, que establece la posibilidad de graduar de una manera distinta las 
multas cuando las empresas proporcionan información de estos acuerdos entre competidores. Ese 
decreto ley lo establece para la primera empresa que aporta información y nosotros entendemos que 
ese beneficio debería ser para todas las empresas. 


Por tanto, creemos que las multas son demasiado elevadas y deberían estar graduadas de 
acuerdo con la gravedad de la práctica anticompetitiva y que la ley debiera fijar los criterios para obligar 
a la Administración a ceñirse a esto y para imponer la sanción, porque de otra manera seguramente va 
a generar dificultades. Por otra parte, el informe de Naciones Unidas observó el tema de la aplicación 
de las multas o sanciones acumulativas. Entonces, de acuerdo al principio non bis in ídem, nos parece 
que la sanción tiene que ser una, no puede ser acumulativa y mucho menos que esta acumulación 
proceda solamente por un criterio administrativo. 


Un tema que quizás tenga otro carácter es la integración y duración de la Comisión de 
Promoción y Defensa de la Competencia. Nos parece que el plazo de seis años para sus integrantes, 
de por sí es extenso. Si bien puede tener su fundamento en que se descalza del Período de Gobierno, 
en aras de la transparencia y de todo lo demás, creemos que habría que fijar una limitación de que no 
pudieran estar más de dos períodos —lo que equivale a 12 años, tiempo más que razonable— que es el 
criterio que se sigue con otros organismos; si pensamos en el Banco de Previsión Social y en el 
Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional tienen esta limitación. Este es un tiempo 
suficiente para lograr la especialidad o capacitación de quienes fueron llamados a investigar y decidir 
estos temas, pero además es un tiempo prudente para lograr una rotación, que esto sea más 
transparente y no se perpetúen criterios que puedan no ser los adecuados y que tengamos personajes 
que estén definiendo cosas según un criterio personal o lo que fuere sin un juicio técnico, autónomo y 
todo lo demás. 


Otro de los temas que a nosotros nos preocupa en este sentido es que esta comisión cuenta 
solamente con una integración del Poder Ejecutivo. Hay que tener en cuenta que este es un tema muy 
sensible, que afecta a los consumidores. Nosotros acá damos la derecha en cuanto a que los 
consumidores deberían tener un espacio en el que puedan expresar y manifestar su posición al mismo 
tiempo que las empresas. Por tanto, se podría pensar —no digo ya en integrar a la propia comisión— en 
algún tipo de comisión que pueda ser asesora —hay experiencias al respecto- con el grado que el 
Poder Legislativo establezca, que permita a esta comisión nutrirse de los criterios y de las afectaciones 
reales que esas prácticas invocadas puedan tener en la realidad de los consumidores y de los 
comercios. Es una propuesta para que se estudie. Se está analizando la modificación y en esto no nos 


corren tiempos urgentísimos, por lo que podría ameritar una reflexión más profunda y mejor en este 
sentido. 


Otra cosa que nos preocupa y que ya fue esbozada es que este tema va a quedar en resorte 
de la investigación y decisión de la comisión. ¿Está claro? En esto la comisión se va a constituir en 
juez y parte, necesariamente. A nosotros también nos preocupa, como ya fue dicho, que todo esto se 
moviliza en el ámbito del derecho administrativo. Por lo tanto, las condiciones o la prohibición que se 
tomen, las condiciones para que se dé la venta, la fusión, etcétera, las define la comisión; luego hay 
que agotar la vía administrativa, y posteriormente la del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Además, hay que tener presente que a la falta de especialidad se le agrega otro elemento, 
que nos preocupa: el tiempo. Estamos largamente en más de dos años —ya fue dicho- para poder 
recurrir y tener una definición en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo para luego, llegado el 
caso, si resulta ganancioso quien pretendía hacer esa práctica que fue objetada, se inicie un 
reparatorio patrimonial, y con seguridad así será. Entonces, los tiempos nos parecen extremadamente 
largos. 


No sabemos si quizás a alguno de estos temas se le podría dar en algún momento 
participación al Poder Judicial para destrabar la concentración que tiene el propio Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo por los temas que recaen en el mismo. Es un asunto de preocupación, 
como lo son en especial las garantías del debido proceso. Fíijense ustedes que en el derecho de 
defensa del administrado, en este caso de quien pretende realizar la práctica, este cuenta solamente 
con diez días hábiles para contestar la denuncia y aportar todos los medios probatorios, de acuerdo 
con el artículo 23 del Decreto n.* 404 del año 2007. Esos diez días pueden constituirse en un plazo 
extremadamente corto que podría generar, en cierta manera, la indefensión del administrado. 
Entonces, a nosotros nos parece que en este criterio debería modificarse ese plazo para garantizar el 
debido proceso y establecerlo, por lo menos, con un criterio general —en las reglas que establece el 
Código General del Proceso—, en 30 días, teniendo en especial consideración la complejidad del tema 
que nos ocupa. 


Estas son, señor presidente, algunas de las consideraciones que nos merece el proyecto de 
ley que sabemos está bien intencionado. Desde la Cámara Nacional de Comercio y Servicios 
compartimos la defensa del consumidor y la no concentración abusiva de los mercados relevantes, 
pero nos parece que hay algunas cosas que hoy este proyecto de ley que tiende a la modificación nos 
da la oportunidad de mejorar para lograr certidumbre jurídica. Consideramos que no debemos 
apurarnos tanto con la alegada madurez o necesidad de gradualidad y profundidad de estas disciplinas 
cuando, a nuestro juicio, todavía tienen pantalones cortos. Tenemos que ser prudentes para generar 
conciencia y cultura para que esto no se constituya en un obstáculo para las inversiones —y, en 
definitiva, para el empleo—, el tema impositivo y todo lo que el país necesita para desarrollar sus 
funciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero agradecer a la Cámara Nacional de Comercio y Servicios por su visita; ha 
sido muy explícita en sus apreciaciones. 


No sé si ustedes dejaron algún material escrito, pero sería bueno contar con él para facilitar 
después una puesta a punto de todas las sugerencias de modificaciones realizadas por las 
delegaciones. Acá se está llevando adelante una discusión bien amplia del tema teniendo en cuenta 
todas las salvaguardas propuestas. Ustedes hicieron referencia a algunas propuestas de modificación 
de algunos artículos del proyecto de ley, incluso sugirieron alguna integración o cambio de redacción; 
vamos a pedirles que lo manden por escrito ya que después nos ayuda en el comparativo. 


Gracias. 
SEÑOR MAILHOS.- No hay ningún problema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios. 


(Se retira de sala la delegación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios). 


(Ingresan a sala los representantes de la Asociación de Supermercados del Uruguay). 


—La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a la delegación de la 
Asociación de Supermercados del Uruguay, integrada por su gerente general, Daniel Menéndez, el 
doctor Fernando Scrigna, la doctora Pilar Aguerrebere y el escribano Santiago Portela, a los efectos de 
escuchar su opinión con respecto a la carpeta n.* 1263/2018, referente al proyecto de ley por el que se 
modifican disposiciones de la Ley n.” 18159, Defensa de la Libre Competencia en el Comercio. A tales 
efectos, tienen la palabra. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Buenos días. 


En nombre de la Asociación de Supermercados del Uruguay queremos agradecer la 
oportunidad que nos dan de expresar nuestras inquietudes con referencia a este proyecto de ley por el 
que se introducen modificaciones a la Ley n.* 18159. Lo valoramos mucho por lo que se ha trabajado y 
por la importancia que damos al tema. Como el tiempo es oro, si se me permite voy a solicitar que 
haga uso de la palabra el doctor Fernando Scrigna, que es uno de los miembros informantes. 


SEÑOR SCRIGNA.- Buenos días y muchas gracias por la invitación. 


En principio, aclaro que tuvimos una comparecencia en la Comisión de Hacienda de la 
Cámara de Representantes en donde hicimos algunas consideraciones que ahora hemos adaptado al 
proyecto de ley a estudio. 


Como precisión previa, me gustaría hacer constar que este proyecto tiene como fundamento 
—cuando lo envía el Poder Ejecutivo— los resultados de una auditoría que la propia Comisión de 
Promoción y Defensa de la Competencia solicitó a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo. Hoy hemos traído dichos resultados junto con una copia de nuestras 
consideraciones. Queremos dejar constancia de que, del cúmulo de recomendaciones que hace la 
auditoría, el proyecto prácticamente recoge las que fortalecen la actividad de la comisión pero muy 
poco las que justamente hacen precisiones sobre el otorgamiento de más garantías para el 
administrado. 


A continuación me voy a referir a eso, porque creemos que esta es una muy buena 
oportunidad para ajustar la ley en función de esas consideraciones. La comisión ya ha advertido sobre 
los elementos que traemos aquí en lo que refiere a las garantías que debe tener el administrado en un 
proceso de estas características. Fundamentalmente, se trata de una comisión que, si bien tiene 
enormes poderes sancionatorios, no cuenta con una estructura institucional como sucede en otros 
países en los que el poder sancionatorio está más limitado. Voy a resumir el material que trajimos y 
que luego entregaremos a la comisión. 


La Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia solicitó una auditoría a la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo —-Unctad—, fechada en el año 2016 
en Nueva York y Ginebra. 


Nuestras consideraciones iniciales en relación con el proyecto están vinculadas a cuestiones 
que allí están expresamente previstas —algunas de ellas pasibles de mejora—, así como también a otras 
disposiciones de la ley que entendemos necesario modificar o incluir para dar mayores garantías al 
administrado. En cada caso, tal como lo hicimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes, nos permitimos presentar una redacción concreta que traduce articuladamente 
nuestras propuestas. 


En primer lugar, nos referiremos a las conductas sancionadas per se. El criterio propuesto de 
prohibir ciertos comportamientos comúnmente denominados cárteles de núcleo duro en base a la regla 
per se es compartible, por cuanto está alineado a los ordenamientos jurídicos más evolucionados en la 
materia. Sin embargo, nos interesa señalar particularmente que aún en países en los que se admite el 
criterio del per se en la investigación de ciertas conductas, se reconoce la regla conocida como de 
minimis, que permite no sancionar conductas que no provocan ninguna distorsión significativa en la 
competencia. Consideramos oportuno consagrar dicha regla. 


Sobre el particular, nos permitimos sugerir la siguiente redacción para el artículo 4.*, 
aprobado en la Cámara de Representantes —que, como vimos, agrega un artículo 4. BIS a la norma 


vigente—, e incorporar un inciso final al artículo 4. BIS con el siguiente texto: «En ningún caso se 
sancionarán prácticas prohibidas cuando estas no produzcan una distorsión significativa del mercado». 


En segundo término, nos referiremos a las consideraciones en relación con la graduación de 
las sanciones. A continuación, voy a leer textualmente lo que expresa la Conferencia de Naciones 
Unidas sobre Comercio y Desarrollo acerca de nuestra legislación. En la página 8 del informe que 
recoge opiniones de expertos nacionales se señala: «La tipificación de las conductas anticompetitivas 
en la ley 18159 es poco precisa, principalmente en materia de conductas individuales. No hay claridad 
respecto de las reglas para determinar la legalidad o ilegalidad de las conductas. Por ejemplo, no se 
establece claramente si los agentes económicos deben tener una posición de dominio en todos los 
casos o el significado preciso del efecto negativo a los consumidores. En la práctica esto ha generado, 
por ejemplo, que una licitación colusoria se haya castigado en forma más leve que una práctica de 
precios predatorios, cuando internacionalmente es admitido que la primera, al ser una modalidad de un 
cártel, es mucho más grave y las sanciones son normalmente más severas». 


Consideramos pues oportuno que la reforma legislativa a estudio proporcione una guía más 
precisa sobre la gravedad de las conductas y su respectiva sanción, que complemente los criterios de 
determinación previstos en el artículo 17 de la ley vigente a modo de eliminar toda discrecionalidad 
administrativa del órgano de aplicación al momento de graduar y aplicar las sanciones, reglando el 
ejercicio de la potestad sancionatoria. Asimismo, consideramos imprescindible la modificación de la 
excesiva y desproporcionada cuantía, de consecuencias imprevisibles, de la multa prevista en el literal 
C, numeral 2 del mismo artículo que da a la comisión la posibilidad de imponer multas desorbitantes 
que pueden llegar hasta el 10 % de la facturación anual del infractor. Esta posibilidad colide contra el 
principio de preservación de la empresa, ampliamente reconocido en nuestra legislación de sociedades 
comerciales y en la reciente ley de concursos, al prever un parámetro que en muchos casos puede 
llegar a determinar el inexorable cierre definitivo de la unidad de producción y la consiguiente pérdida 
de fuentes de trabajo. 


Vamos a dejarles la redacción del artículo que nosotros proponemos como forma de mejorarlo 
y dar mayor certeza jurídica a un poder sancionatorio que, como dije anteriormente, consideramos 
totalmente exorbitante. 


Por nuestra parte, proponemos que la sanción que puede llegar hasta el 10% de la 
facturación se reduzca al 1%, considerando que se puede mantener el límite, que de todos modos 
puede llegar a 20:000.000 de unidades indexadas. 


Pasamos ahora a las consideraciones relacionadas con el procedimiento previsto para la 
investigación de las sanciones. Este es otro elemento que preocupa sobremanera porque entendemos 
que aquí está en juego una de las garantías del administrado, cual es el hecho de tener la posibilidad 
de defensa ante investigaciones de la comisión. 


La ley vigente no regula el procedimiento administrativo en detalle, sino que contiene algunas 
disposiciones, remitiéndose en todo lo no previsto en la ley —artículo 29- y en su decreto reglamentario, 
a las soluciones del Decreto n.? 500/991, de 27 de setiembre de 1991, sus modificativos y 
concordantes. 


Por su parte, el decreto reglamentario de esta ley, Decreto n.” 404/2007, de 29 de julio de 
2007, contiene disposiciones complementarias sobre el procedimiento. Sin embargo, entendemos que 
el proceso de investigación no reúne las garantías mínimas necesarias del debido proceso legal y 
requeriría al menos los ciertos ajustes. 


Uno de ellos sería la ampliación del plazo para esgrimir la defensa por parte del o los sujetos 
investigados. Es importante resaltar que, de acuerdo a lo previsto en el artículo 23 del Decreto n.? 
404/2007, los presuntos infractores disponen de un plazo de diez días hábiles contados desde el 
siguiente a la notificación para evacuar la vista que se les confiera, debiendo ofrecer en esa misma 
oportunidad la totalidad de la prueba de que disponga para acreditar los hechos que invoque. 


Es evidente que dicho plazo resulta sumamente exiguo, habida cuenta de la complejidad que 
normalmente tiene este tipo de procedimiento, lo que lleva a que ambas partes —el órgano de 
aplicación y el presunto infractor— estén en una situación muy desigual. Debemos tener en cuenta que 
el órgano de aplicación, es decir, la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, cuenta con 
el tiempo que entienda del caso disponer para llevar adelante su investigación y preparar sus 


argumentos y su prueba. Incluso, en la prensa se ha dado cuenta de investigaciones que se han 
llevado adelante durante dos años. Sin embargo, el administrado cuenta con apenas diez días para 
contestar la acusación y ofrecer las pruebas de descargo. Por lo tanto, consideramos importante que 
se regulen y amplíen estas garantías. 


A continuación, voy a leer la opinión de Naciones Unidas sobre nuestro procedimiento vigente. 
Esto figura en la página 26 del informe que vamos a dejar. Dice así: «Este plazo pareciera ser 
sumamente corto, especialmente considerando la complejidad que usualmente revisten estos casos. 
Esta audiencia podría eventualmente considerarse insuficiente para ejercer adecuadamente el derecho 
de defensa (según los principios del debido proceso mencionados anteriormente). Esta falta de plazo 
razonable es hasta cierto punto compensada por medio de las vistas y audiencias adicionales que, 
según se verá, se conceden conforme avanzan las distintas fases del procedimiento. Aun así, el plazo 
inicial reviste una importancia medular para preparar una defensa técnica adecuada, ofrecer prueba y 
plantear la teoría del caso del acusado, todo lo cual es presumible que normalmente requiera un plazo 
superior al que la ley otorga». 


En nuestra opinión el plazo legal para contestar la denuncia no debería ser inferior al que 
otorga el Código General del Proceso para contestar una demanda en un juicio ordinario, esto es, 
treinta días corridos como mínimo. Adicionalmente, sería recomendable prever la posibilidad de 
solicitar una prórroga de ese plazo inicial por otros treinta días. Vamos a dejar aquí una propuesta de 
redacción para el artículo 12 de la ley vigente. 


Tenemos otras consideraciones en cuanto al artículo 14 y la presunción de culpabilidad, pero 
preferimos remitirnos a lo que está escrito para no dilatar excesivamente esta audiencia porque tiene 
aspectos técnicos que están mejor desarrollados allí. Entendemos que es importante que se 
establezca una suspensión del acto administrativo que imponga sanciones pecuniarias hasta tanto 
exista un fallo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, obviamente en caso de que se recurra. 


Sobre este particular, como es sabido, el control jurisdiccional del acto administrativo dictado 
al cabo del procedimiento le compete al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Se trata de un 
órgano no especializado en la materia, que solo puede anular o confirmar el acto administrativo 
impugnado. Es notorio el criterio restrictivo que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha 
mantenido históricamente en cuanto a su facultad de suspender la ejecución de actos administrativos 
impugnados. 


En atención a lo expresado, consideramos recomendable que se prevea una solución legal 
específica para el caso de las resoluciones que recaigan imponiendo sanciones o multas por violación 
a las normas de defensa de la competencia. De esta forma, el órgano de aplicación no estará en 
condiciones de perseguir la ejecución del acto administrativo, sino hasta el momento en que haya 
precluido la oportunidad de promover la demanda de anulación o se haya confirmado el acto por 
sentencia firme y ejecutoriada. Sobre este particular proponemos una redacción para el artículo 20 de 
la ley vigente. 


El cuarto punto que nos produce una enorme preocupación es el artículo 5.” de la ley 
vigente. Si bien el proyecto a estudio no contiene modificación alguna del artículo 5.” de la ley vigente, 
entendemos imprescindible hacer mención para sugerir un agregado a su actual redacción en 
consonancia con el informe de Naciones Unidas. Dicha ley, bajo el nomen ¡uris «Mercado relevante», 
establece: «A efectos de evaluar si la práctica afecta las condiciones de competencia, deberá 
determinarse cuál es el mercado relevante en el que la misma se desarrolla. Esto implica analizar, 
entre otros factores, la existencia de productos o servicios sustitutos, así como el ámbito geográfico 
comprendido en el mercado, definiendo el espacio de competencia efectiva que corresponda. El 
órgano de aplicación establecerá los criterios generales para la determinación del mercado relevante». 


Como pueden ver los señores senadores, la ley es imperativa dice: «...deberá determinarse 
cuál es el mercado relevante...» y seguidamente agrega: «...establecerá los criterios generales para la 
determinación del mercado relevante...». En la página 14 del informe de auditoría de Naciones Unidas 
dice: «La definición del mercado relevante es una etapa clave en el análisis de todo caso de 
competencia». Más adelante, señala: «En la Ley uruguaya, el artículo 5 establece expresamente que la 
definición del mercado es obligatoria para evaluar los efectos de la práctica que se investigue». Dicho 
en otras palabras, la auditoría de Naciones Unidas establece claramente que la precitada 
determinación del mercado relevante se torna imprescindible —y así lo reconoce expresamente el 
artículo 5.* vigente— para evaluar si la práctica afecta las condiciones de competencia y, en particular, 


las conductas que continuarán rigiéndose por la «regla de la razón» (artículo 4.* vigente), ya que no 
son objeto de reforma. 


Ocurre, sin embargo, que la propia Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, 
contraviniendo el citado artículo 5. vigente, reguló los criterios para determinar dicho mercado 
relevante a través del documento denominado Criterios Generales para la Determinación del Mercado 
Relevante en el que crea, sin soporte legal que las ampare, excepciones generales que tampoco 
detalla en forma específica. Tal contravención de la Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia ha merecido la observación de la auditoría de Naciones Unidas, que en el informe 
reiteradamente citado criticó esta circunstancia expresando textualmente: «Llama especialmente la 
atención que en su preámbulo la guía —por la que se autorreguló la comisión— señala: “No siempre será 
necesaria la determinación del mercado relevante para tomar decisiones en los casos analizados”, 
cuando, según se mencionó anteriormente, la definición del mercado es un elemento indispensable 
para valorar los casos de competencia, y más aún cuando se aplica la regla de la razón». 


A propósito de las consideraciones anteriores, entendemos que la insalvable contradicción 
entre lo impuesto a la comisión por la ley y la guía por la que esta se autorreguló debe ser resuelta 
agregando un inciso al artículo 5.* de la ley vigente que no deje lugar a dudas del cumplimiento de esta 
garantía del administrado. A tales efectos, nos permitimos proponer la siguiente redacción final de la 
disposición: «Será nula toda resolución del órgano de aplicación que imponga sanciones o multas sin 
haber dado cumplimiento al deber de determinación del mercado relevante a que se refiere el presente 
artículo». 


Finalmente, vamos a referirnos al control de las concentraciones. Sobre este particular, en la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, abogamos por mantener la situación actual, 
es decir, el mecanismo de notificación previa de diez días en los casos en que no se conforme un 
monopolio o de solicitar autorización cuando sí se conforme. 


También cuestionamos —no voy a hacer referencia a ello ya que está en el informe— otro 
pasaje que advierte la comisión de Naciones Unidas sobre algunas prácticas vinculadas a las 
sanciones por falta de notificación. Sí nos interesa destacar una severa observación que no se 
encuentra reflejada en el proyecto de ley en cuanto a la calidad y cantidad de las sanciones y los 
criterios a aplicar. En su momento, en la Cámara de Representantes, consideramos que no 
correspondía aportar una solución distinta a la del artículo 7.” Sin embargo, hemos leído las 
intervenciones realizadas en esta sala por el doctor Mercant —gracias a que nos han proporcionado el 
repartido- y en este sentido solicitamos al señor presidente autorización para ceder el uso de la 
palabra al escribano Portela a los efectos de que resuma lo que podría ser una alternativa si se 
pretende dar más potestades a la comisión en materia de concentraciones. Tal como señalamos, 
cuando no derivan en un monopolio es suficiente con que se notifiquen, a diferencia de las otras. 


SEÑOR PORTELA.- Nos es de especial interés para cerrar nuestra exposición hablar sobre el tema de 
las concentraciones económicas propuesto y aprobado por la Cámara de Representantes. Entendemos 
que omite consideraciones respecto de los umbrales mínimos para notificar que otros países aplican o 
se han visto forzados a aplicar cuando inicialmente no lo hicieron. Estas consideraciones se tornan 
esenciales, tanto para que el Estado pueda realizar en la práctica un control ágil y eficiente, como para 
no entorpecer o incluso impedir que las empresas desarrollen su actividad en el marco de una libre 
competencia; todo esto se traduce en favorecer a los consumidores. 


Intentando ser breve, señalo que la defensa de la competencia se puede llevar adelante 
básicamente mediante dos tipos de políticas: la llamada «política estructural» o la «política de 
comportamiento». Esta última es la más tradicional y consiste en procedimientos por los que se 
sancionan acciones pasadas o presentes llevadas a cabo por algún agente económico en violación de 
ciertas normas. La política estructural, en cambio, es un modo de hacer defensa de la competencia 
antes de que se produzcan las acciones consideradas nocivas. Si la política estructural es el camino a 
seguir, es importante alertar que los sistemas de notificación y autorización previos imponen altos 
costos sobre gobiernos y empresas. Por eso se suele recomendar minimizar el costo de la política 
estructural fijando umbrales altos para la exigencia de notificación. 


Por lo dicho y añadiendo la conclusión de la Unctad sobre los escasos recursos de la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, el propio Estado debe ser el principal interesado 
en que sean de aplicación umbrales que actúen como un correcto filtro de esta, ya que si no, se corre 
un gran riesgo de saturación operativa, con consecuencias realmente perjudiciales para las 
Operaciones y el mercado y, por lo tanto, para los consumidores. 


El artículo 7.* del texto aprobado por la Cámara de Representantes dice: «Todo acto de 
concentración económica deberá ser notificado cuando la facturación bruta anual del conjunto de los 
participantes en la operación sea igual o superior a Ul 600:000.000 (seiscientos millones de unidades 
indexadas)». Tal como recomendó en este ámbito el especialista en la materia, doctor Mercant, la 
redacción del artículo debería establecer umbrales por participante y no uno global ya que, de lo 
contrario, absolutamente todas las operaciones previstas en las que participe una entidad o empresa 
de al menos seiscientos millones de Ul deberían notificarse sin importar qué tan insignificante sea la 
operación. Esto supondría muchas notificaciones a las cuales la comisión tendría que destinar 
recursos, cuando probablemente la inmensa mayoría no suponga ningún potencial anticompetitivo. Si a 
esto le sumamos que no se prevé un mecanismo de conclusión acelerado para operaciones que no 
plantean temas competitivos de importancia crucial, tal como el consenso internacional recomienda 
para los sistemas en que la operación esté supeditada a una autorización, tenemos que ser muy 
precisos con los umbrales. 


Esperamos que compartan, como solución lógica a este problema, que la Comisión de 
Promoción y Defensa de la Competencia debe centrarse específicamente en estudiar operaciones en 
que el tamaño de todas las partes sea considerable. El doctor Mercant recomendaba tres opciones que 
vamos a compartir en su orden de preferencia: 1) Un sistema equidistante en que cada parte 
individualmente tenga al menos trescientos millones de Ul de facturación; 2) Seguir el sistema de Brasil 
o Estados Unidos, en el que sobre la base de seiscientos millones de Ul se requiere que uno tenga 
cuatrocientos y el otro doscientos millones; 3) Respecto del artículo 8. de la ley, que trata las 
excepciones a solicitar una autorización, incluir a las adquisiciones que no alcancen a representar un 
10 % del volumen total de las partes. 


Estas opciones propuestas no son novedosas, pero sí las incluidas en la norma que recogen 
las mejores prácticas recomendadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos —-OCDE- y la International Competition Network —ICN—, que nos parecen el camino 
coherente a seguir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SCRIGNA.- Finalmente, queremos hacer algunas consideraciones con relación a la estructura 
administrativa y la ubicación institucional del órgano de aplicación. 


La norma proyectada omite toda consideración sobre la ubicación institucional del órgano de 
aplicación, manteniendo la solución actualmente vigente. En el actual sistema la Coprodec es un 
órgano desconcentrado del Ministerio de Economía y Finanzas y, por lo tanto, integrante y sometido a 
jerarquía del Poder Ejecutivo. Sigue un modelo de agencia integrada que concentra las funciones de 
investigación y resolución de los casos sometidos a su competencia. Dicho modelo se opone a otros 
internacionalmente conocidos que separan las mencionadas funciones de investigación y resolución. 
Tal es el caso del sistema de agencia bifurcada en el que los órganos de investigación y de ejecución 
especializados son diferentes. También hay órganos administrativos de revisión especializados en la 
defensa de la competencia con función jurisdiccional y tribunales especializados. 


Sin menoscabar los esfuerzos que ha realizado la Coprodec en la aplicación de las normas 
de defensa de la competencia en nuestro medio, no podemos dejar de señalar que consideramos 
inconveniente que un único organismo reúna las facultades de investigación, decisión de los casos, 
aplicación de sanciones y multas. A ello se suma la circunstancia de que dicho organismo, aunque 
desconcentrado, se encuentra sometido a la jerarquía del Poder Ejecutivo, ante quien, además, se 
tramita y resuelve el recurso administrativo que después podría llegar a derivar en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


¿Qué dice la auditoría de la Unctad —página 25 y siguientes— sobre el particular? Dice: «Es 
generalmente aceptado que las autoridades de competencia deben basar sus decisiones en criterios 
objetivos, por medio de procesos neutrales y transparentes, y que una política de competencia solo 
puede ser efectiva si las decisiones de la autoridad están libres de criterios políticos o discriminatorios, 
y no obedecen a los intereses de grupos particulares. Por eso se separa a las autoridades de 
competencia de las estructuras tradicionales del Gobierno». Agrega: «Aunque la autoridad sea un 
órgano desconcentrado dentro de un ministerio sus resoluciones pueden ser apeladas ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas». Esto podría tener consecuencias y resultados que no tomaran 
criterios estrictamente jurídicos o técnicos. 


En este punto, el informe recomienda modificar el diseño institucional del órgano de 
aplicación para que tenga mayor independencia y autonomía en sus decisiones, ya sea dentro del 
mismo ministerio o como una entidad autónoma. Esta última posibilidad de prever la existencia de una 
entidad autónoma evidentemente ofrece mayores garantías para el administrado y ha sido utilizado con 
éxito en países con mayor tradición en la aplicación de normas de defensa de la competencia, como es 
el caso de Chile que cuenta con un Tribunal de Defensa de la Competencia que constituye un órgano 
especializado con función jurisdiccional, sujeto a la superintendencia de la Corte Suprema de Chile y 
una Fiscalía Nacional Económica sometida a la supervigilancia del Poder Ejecutivo. La necesidad de 
contar con un órgano de aplicación independiente se hace más evidente cuando en nuestro país, como 
se dijo, los recursos administrativos contra las resoluciones está en manos del Poder Ejecutivo y el 
control jurisdiccional se realiza al final del proceso a través de un órgano —el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo- que no tiene especialización alguna en la materia y cuya intervención se limita, por 
imperio constitucional, a apreciar la legalidad del acto, confirmándolo o anulándolo sin poder 
reformarlo. 


En conclusión, las sugerencias conceptuales que nos permitimos formular en esta 
comparecencia cuentan con el respaldo del estudio de la legislación nacional, que ha solicitud de la 
propia Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia fue realizado especialmente para 
Uruguay por las Naciones Unidas a través de la Unctad, órgano que funciona dentro de la Secretaría 
de dicha organización internacional para todas las cuestiones relacionadas con la política de 
competencia. Solicitamos se agregue como anexo de esta comparecencia dicho estudio, que se 
denomina «Examen voluntario entre homólogos del derecho y la política de la competencia. Uruguay. 
Nueva York y Ginebra. 2016» 


Dichas sugerencias establecen un razonable equilibrio entre las potestades del órgano al que 
la legislación vigente le ha atribuido severas facultades de investigación, de decisión en los casos y, 
particularmente, la de aplicar gravísimas sanciones sin precedentes en el ordenamiento jurídico 
nacional; los derechos constitucionales del administrado cuya actuación debe ser juzgada respetando 
las garantías del debido proceso; y los criterios de legalidad, de razonabilidad y proporcionalidad de las 
sanciones propias del Estado de Derecho en el marco de la constitución y la ley. 


SEÑOR CAMY.- Quiero saludar a la Asociación de Supermercados del Uruguay, cuya presencia 
habíamos solicitado expresamente al presidente de la comisión por dos motivos. Por un lado, porque 
nos enteramos de su comparecencia a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, 
donde se hizo un planteo prácticamente idéntico al que escuchamos hoy y nos pareció que tenía 
conceptos interesantes que debían tenerse en cuenta; y, por otro, porque sin duda también 
representan la modalidad de comercio que impera en el Uruguay moderno y que seguramente lo sea 
en el futuro. 


Agradecemos su presencia. Creo que el planteo ha sido contundente. Si es posible 
queremos solicitarles que nos envíen por escrito las bases conceptuales de su propuesta, para que la 
secretaría nos lo haga llegar de forma que lo tengamos como insumo de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia. 

(Se retira de sala la Asociación de Supermercados del Uruguay). 
(Ingresan a sala representantes de Cambadu). 

(Ocupa la presidencia la señora senadora Ayala). 

SEÑORA PRESIDENTA.- Muy buenos días. 


Damos la bienvenida al señor Fernández, presidente de Cambadu, y al señor Menéndez, jefe 
del sector jurídico. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Recibimos con mucha satisfacción, no solo la invitación a la comisión, sino la 
modificación legislativa, ya que, de alguna manera, permite contar con nuevas facultades inquisitivas 
en materia de defensa de la competencia. 


Somos un sector que a diario padece este tipo de problemática. En principio, teníamos la 
problemática con las grandes superficies, que ocasionaban un daño al comercio de cercanía. Un 
supermercado de dos mil o dos mil quinientos metros cuadrados prácticamente fumigaba a los 
comercios de referencia. Todo eso de alguna manera se fue regulando porque se fueron colocando 
ciertos controles, pero ahora el problema son las inversiones extranjeras, que hoy tienen nuevas 
modalidades que también estamos padeciendo porque como han tenido ciertas dificultades en las 
grandes superficies, han recurrido a las pequeñas superficies. Entonces, nos encontramos con 
cadenas internacionales que han apostado a pequeños núcleos de supermercados o comercios de 
cercanía, pero en cadena. Estamos hablando de cincuenta u ochenta supermercados que también 
ocasionan un cierto perjuicio y responden a un interés económico extranjero. 


Por lo tanto, esta iniciativa nos permite atender determinadas situaciones porque la 
competencia no solamente está referida a este tipo de problemática, sino también a otras como, por 
ejemplo, las tarifas abusivas y los precios de abuso. Por eso nos ayuda mucho este proyecto de ley. 
Incluso, tenemos problemas con el monopolio de determinadas marcas de cerveza que son colocadas 
juntas, que fijan un precio determinado que prácticamente es inamovible. Nos perjudican en cosas 
sencillas como, por ejemplo, las personas que pretenden cobrar por derecho de autor por utilizar un 
televisor, que fijan la tarifa que se les antoja y realmente no tenemos forma de controlar. Eso también 
es competencia. 


Consideramos que al atenderse las concentraciones de capital, de alguna manera implica un 
avance en la defensa de la competencia. 


En cuanto a las modificaciones que se plantean, tenemos algunas modalidades que son más 
abiertas como, por ejemplo, el abuso de la posición de mercado. Al contar con una definición más 
amplia se abarcan otras situaciones y creemos que realmente vamos por un buen camino. Todavía 
faltaría alguna modificación legislativa más, tratando de ajustar algunos aspectos, pero pensamos que 
es bueno. Lo que nos preocupa un poco es el monto de los contralores. Estaríamos hablando de que 
para controlar un acto de concentración empresarial se empezaría a partir de los USD 70:000.000, lo 
que entendemos que se podría abatir un poco. Hoy, con esa cantidad, en un país que por lo menos en 
nuestro sector está en un periodo de recesión, prácticamente estaríamos hablando de comprar una 
franja de mercado sumamente significativa. ¡Es mucho dinero! Quizá se debería ajustar ese monto. 


Consideramos muy bueno el hecho de que para concentrar capital se requiera de una 
autorización previa y que esa concentración, de alguna manera, sea necesaria. En definitiva, 
creemos que al ampliar los controles a los capitales y a las operaciones económicas de entidad, esta 
normativa clarifica la Ley n.” 18159. El artículo 2.%, que tenía una compleja redacción en la versión 
original, pasa a ser más detallado y amplio. Esta normativa que había sido usada en situaciones muy 
puntuales, ahora va a contemplar algún otro tema. Además, como las denuncias pueden ser de oficio o 
a denuncia de cualquier persona, nos sirve porque Cambadu estaría en condiciones de denunciar la 
práctica sin tener que presentar a sus asociados en forma particular. Nos daría una legitimación para 
denunciar la situación sin tener que recurrir a los afiliados a nivel individual. Esto es muy bueno porque 
en Ocasiones, si bien conocemos situaciones de competencia desleal, nuestros asociados tienen 
ciertas limitaciones en denunciar la situación que los afecta por miedo ya que se trata del Estado, una 
multinacional o un extranjero. Lo cierto es que entendemos que este proyecto de ley es bueno; podría 
ser mejor, pero es bienvenido. 


(Se retiran de sala los representantes de Cambadu). 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Además de las delegaciones que los demás miembros de la comisión 
crean pertinente citar, es casi que lógica la presencia de la Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia. Por lo tanto, propongo citar a sus directivos y enviarles la versión taquigráfica de lo 
conversado en el día de hoy a los efectos de ahondar sobre este asunto y tener un panorama más 
claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 11:26). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


